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S E N T E N C I A Nº77/2022 
 
 

En Ponteareas, a 25 de abril de 2022. 

Vistos por mí,   , Jueza Sustituta del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Nº 2 de Ponteareas, 
los presentes autos de JUICIO ORDINARIO OR1 Nº  87/2021 
seguidos a instancia de    , representado 
por la  Procuradora    y asistido por la  
Letrada   , sustituida en el acto de la vista 
por el Letrado   , contra la entidad GESICO 
OUTSOURCING INTEGRAL, S.L., representada por el Procurador  

  y asistida por el Letrado   , 
sustituido en el acto de la vista por el Letrado   

, con intervención del MINISTERIO FISCAL,  procede 
dictar la presente resolución en base a los siguientes: 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Con fecha 17 de febrero de 2021 se presentó demanda 
por la referida Procuradora por vulneración del derecho al 
honor cuyo conocimiento correspondió a este Juzgado, en la  
que, tras exponer los hechos y los fundamentos de derecho que 
estimó pertinentes, terminaba suplicando que se dictase 
sentencia por la que se: 

1º.- Se declare que la entidad demandada ha cometido una 
intromisión ilegítima en el honor del demandante al mantener 
sus datos indebidamente registrados en el fichero de morosos 
ASNEF condenándola a estar y pasar por ello. 
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2º.- Se condene a la demandada al pago de la cantidad de 4.500 

€ al demandante en concepto de indemnización por daños morales 

por vulneración de su derecho al honor; o, 
subsidiariamente, la cuantía que se estime pertinente 
atendiendo a las circunstancias del caso, dado que la 
cuantificación del derecho al honor es un concepto de difícil 
precisión, respetando siempre el criterio establecido por el  
TS de que las indemnizaciones no pueden ser simbólicas. 

3º- Se condene a la demandada a hacer los trámites necesarios 
para la exclusión de los datos del demandante del fichero 
ASNEF, para el caso de que al momento de dictar la sentencia 
todavía se encontrara incluido. 

4º.-Se condene a la demandada al pago de los intereses legales 
correspondientes desde la interposición de la demanda y costas 
derivadas de este proceso, por haber litigado con temeridad. 

 

SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda, se dio traslado a la 
parte demandada y al Ministerio Fiscal para que compareciesen  
y contestasen a la demanda en el plazo de veinte días, lo cual 
llevó a cabo el Ministerio Fiscal por medio de escrito de  
fecha 12 de abril de 2021 remitiéndose a su informe en fase de 
conclusiones a la vista del resultado de la prueba que se 
practique y la entidad demandada por medio de escrito de fecha 

3 de junio de 2021 oponiéndose a la demanda y solicitando que 
se desestime la misma con expresa imposición de costas a la 
parte demandante. 

 

TERCERO.- A continuación fueron convocadas las partes a la 
preceptiva Audiencia Previa al juicio, la cual se celebró en 
fecha 4 de noviembre de 2021, habiendo comparecido las partes 

debidamente representadas y asistidas y el Ministerio Fiscal, 
quienes se ratificaron en sus respectivos escritos de demanda  
y contestación, impugnando el valor probatorio de los escritos 
presentados de contrario, y solicitando el recibimiento del 
pleito a prueba. 

 

Se fijaron como hechos controvertidos: la determinación de si 
se ha producido la vulneración del derecho al honor; la 
cuantificación del perjuicio causado; la certeza de la deuda, 
que la misma fuese notificada al demandante y que existiese 
requerimiento de pago al mismo previa a su inclusión en el 
fichero de mororos y concretamente aviso previo de Equifax. 

 

Se propuso como prueba la documental que consta en las 
actuaciones y la que se aportó en el acto, además de la 
remisión de oficios para recabar declaraciones testificales  
por escrito de personas jurídicas, las cuales se admitieron - 
si bien se reconoció por la parte demandante que el correo 

 le pertenece al actor por lo que se 
denegó la remisión de oficio a Google Sapin, S.L., por no 
considerarse necesaria-, solicitando las partes la aplicación 
de lo dispuesto en el art. 429. 8 de la LEC una vez se reciban 
las contestaciones a los oficios y se dé traslado a las partes 
para conclusiones por escrito, lo cual se llevó a efecto con 
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el resultado que consta en autos, quedando estos conclusos y 
vistos para dictar la resolución procedente. 

 

CUARTO.- En la tramitación de los presentes autos se han 
observado las prescripciones legales de pertinente aplicación. 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

PRIMERO.- Por la parte demandante se ejercita una acción por 
vulneración del derecho al honor en base a lo dispuesto en el 
artículo 18.1 de la Constitución, los artículos 7 y 9 de la  
Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del 
derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia  
imagen, los artículos 4 y siguientes y 20 de la Ley Orgánica 
3/2018 de protección de datos de carácter personal y los 

artículos 1.096, 1.100, 1.101, 1.108 y 1.157 del Código Civil  
y la jurisprudencia que se cita. 

 

Se alegan como hechos fundamento de la demanda que el 
demandante se entera que sus  datos han sido incluidos en  
ASNEF por una deuda que desconocía porque desde hace un tiempo 
tiene dificultades para la contratación de servicios 
financieros, telefónicos, etc., recibiendo argumentos como “no 
supera usted nuestros criterios de riesgo”, “no le podemos dar 
más información por protección de datos” o similares, de modo 
que no sólo no puede acceder al servicio, sino que vive 
situaciones que le resultan muy embarazosas, sin que le 
expliquen el motivo, habiendo sido siempre una persona  
pagadora y el hecho de desconocer cuál es la razón de dichas 
situaciones le genera angustia y desconcierto, lo cual se ve 
agravado por el hecho de ser un profesional autónomo cuyas 
pegas en diferentes entidades le impiden desarrollar su 
actividad como le gustaría, y buscando información acerca de 
por qué suceden estas cosas se encuentra con la posibilidad de 
estar incluido en ficheros de solvencia patrimonial y se 
informa acerca de cómo acceder a ellos y, después de 
incontables gestiones, lo consigue, encontrándose con que sus 
datos se hallaban incluidos en el fichero ASNEF, por la  
entidad demandada Gesico por el importe de 84,20 € con fecha  
de alta de 16 de enero de 2018, aportando informe del fichero 
ASNEF como documento nº 1 de la demanda, sin que al demandante 
le hubiesen notificado nunca con anterioridad que sus datos se 
fuesen a incluir en ASNEF, ni tampoco que se hubiesen incluido 
por la entidad demandada. 

 

Se añade en la demanda en cuanto al origen de la supuesta  
deuda que el demandante nunca tuvo relación alguna con la 
entidad Gesico y desconoce por completo su existencia ni a qué 
se dedica dicha compañía y no le parece justo que le obliguen  
a pagar un importe totalmente injustificado, dado que  
desconoce por completo su procedencia, y por parte de su 
Letrada se requiere por escrito a la demandada enviando el día 

26 de noviembre de 2020 un email certificado, que se acompaña 
como  documento  nº  2,  requiriéndole  para  que  facilitase 
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documentación que acredite el importe que figura en el fichero 
y la baja del demandante de cualquier fichero de solvencia 

patrimonial en tanto en cuanto no se resuelva la controversia, 
y ante la falta de información, vuelve a intentarlo con un 
email certificado en fecha 9 de diciembre de 2020, que se 
acompaña como documento nº 3, sin obtener respuesta, siendo 
precisa dicha documentación para cotejar el importe que figura 
en el fichero y los documentos que acrediten la presentación y 
contenido de las reclamaciones, incidencias o gestiones, para 
acreditar lo ocurrido, pero la demandada se niega a facilitar 
esa documentación, incumpliendo su obligación legal de hacerlo 
y dejando así al demandante desamparado, sin más alternativa 
que pagar las cantidades solicitadas o recurrir a la vía legal 
para defender sus legítimos derechos, siendo evidente que los 
ficheros son utilizados como medida de presión para obligar al 
pago, sin molestarse siquiera en la justificación de las 

cantidades reclamadas y sin tener en cuenta el daño que se 
pueda ocasionar, incluyendo una deuda en ASNEF que no ha sido 
notificada al demandante ni el mismo ha sido requerido el pago 
ni le han notificado previamente la inclusión en el fichero,  
lo cual ha impedido al demandante ejercitar sus derechos de 
acceso, rectificación, oposición y cancelación para eliminar  
la apariencia de insolvencia, y/o discutir la deuda, su 
liquidez, su exigibilidad, o su correcta determinación, y por 
tanto, al haberle incluido ilegítimamente en un fichero de 
solvencia patrimonial, difundiendo una información que no es 
pertinente para enjuiciar su solvencia económica, se ha 
vulnerado el derecho al honor del demandante al no cumplirse 
los requisitos establecidos por la LOPD. 

 

Se solicita en la demanda una indemnización para el  
demandante, que se cuantifica en 4.500 € según los parámetros 
establecidos por la jurisprudencia que se cita en la demanda, 
en atención a la difusión o audiencia del medio a través del 
que se haya producido la lesión, siendo indemnizable la 
afectación a la dignidad en su aspecto interno o subjetivo, 
teniendo que pasar el demandante la vergüenza de ser tratado 
como un moroso, cuando realmente no lo es, y en el externo u 
objetivo, relativo a la consideración de las demás personas al 
sufrir el descrédito y deterioro de su imagen con distintas 
entidades por su inclusión indebida en el fichero, teniendo en 
cuenta los meses que se ha difundido la información que  
origina el daño, dos años y once meses en este caso hasta la 
presentación de la demanda, y las consultas habidas y el 
beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como 
consecuencia de la misma, no pudiendo ser las indemnizaciones 
simbólicas, pues no disuadirían de persistir en sus prácticas 
ilícitas a las empresas que incluyen indebidamente datos 
personales de sus clientes en registros de morosos, pero sí de 
entablar una demanda a los afectados que ven vulnerado su 
derecho al honor puesto que, con toda probabilidad, la 
indemnización no solo no les compensará el daño moral sufrido 
sino que es posible que no alcance siquiera a cubrir los  
gastos procesales si la estimación de su demanda no es 
completa, aportando como documento nº 4 Nota de Prensa de la 
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CECU, como documento nº 5 Informe EXPERIAN del año 2010 y como 
documento nº 6 Memoria de la AEPD del año 2016 al respecto. 

 

Por su parte, la entidad demandada Gesico se opone a la  
demanda alegando que la misma es una empresa especializada en 
servicios de gestión de cobros y pagos de empresa y 
recuperación de deudas y fue contratada por la mercantil 

   para la gestión de la deuda que el 
demandante mantenía con ella, aportando hoja de  encargo 
firmada por dicha empresa en fecha 22 de noviembre de 2017  
como documento nº 2 y como documento nº 3 el Excel 
correspondiente al formulario de datos de la deuda  cuya 
gestión se encomendaba y que son exactamente coincidentes con 
los reflejados por el demandante en su demanda (   

       
 ), siendo falso el relato de cómo se entera el 

demandante de que sus datos han sido incluidos en ASNEF por  
una deuda que desconocía, toda vez que de acuerdo con la 
respuesta de EQUIFAX aportada como documento nº1 de  la 
demanda, a la que se acompaña el “Histórico de consultas”, no 
ha existido hasta el momento de interponerse la demanda ni una 
sola consulta a los datos del demandante, de lo que se deriva 
la mala fe con la que se interpone la presente reclamación, no 
basada en ningún supuesto daño o perjuicio causado al mismo, 
sino únicamente en la intención de obtener una indemnización 
que no merece, sin que aporte datos de esas empresas o de la 
persona que en su nombre hubiese consultado ASNEF ni ningún 
documento o comunicación con esas entidades que le habrían 
negado el acceso a sus servicios, ni lo sitúa en el tiempo, 
siendo sabedor el demandante de que había sido incluido en el 

fichero de solvencia y morosidad a través de las  
comunicaciones remitidas desde Gesico, siendo también falso  
que no ha existido ningún requerimiento de pago remitido al 
demandante, ni advertencia de que en caso de no producirse el 
pago los datos serían comunicados al fichero de morosidad, 
aportando como documento nº 4 el correo electrónico de fecha 
01/12/2017 remitido como primer contacto al ahora demandante,  
a sus direcciones de correo electrónico 

 y , como 
documento nº 5 la carta remitida en idéntica fecha 01/12/2017  
a la dirección del demandante citada, como documentos nº 6, 7, 

8 y 9 los correos electrónicos enviados en fechas 11/12/2017, 
13/12/2017, 19/12/2017 y 21/12/2017, reiterando el 
requerimiento de pago o de oposición al mismo, así como 

proponiendo distintos calendarios de pago a través de los que 
hacer frente al pago de la deuda reclamada, remitidas todas 
ellas al correo electrónico del demandante: 

. , dejando designados los archivos  
de la mercantil Google LLC, para que aporte certificación de 
titularidad de dichas cuentas de correo electrónico. 

 

Se añade en la contestación que ya en las primeras 
comunicaciones se indica por Gesico la posibilidad de que, de 
desatender las mismas, sus datos fuesen incluidos en  el 
fichero de solvencia patrimonial y crédito ASNEF, y en las 
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comunicaciones posteriores a la fecha de inclusión de sus  
datos se comunica al deudor que sus datos ya han  sido 

incluidos en el fichero y, además, el mismo debió ser 
notificado por la propietaria del fichero, Equifax Iberica SL, 
al tiempo de incluir sus datos en el mismo, por lo que la 
inclusión en el fichero se produjo cumpliendo estrictamente  
con todos los requisitos exigidos por la normativa y sin que  
se haya producido ninguna clase de intromisión ilegítima en el 
honor del demandante, por lo que ninguna responsabilidad puede 
tener Gesico respecto de la inclusión en el fichero de 
impagados, además de que el crédito fue comunicado por  

  como legítimo, vencido y exigible, y, por  
tanto, susceptible de reclamación. 

 

Se niegan en la contestación las supuestas comunicaciones 
remitidas a la cuenta de correo electrónico 

gesico@gestiondecobros.net, ya que en relación a la primera de 
las dos comunicaciones, supuestamente enviada en fecha 26 de 
noviembre de 2020 a las 08:54 y entregada en esa misma hora y 
fecha, si acudimos al “Anexo técnico del envío”, del mismo 
resulta que el mensaje habría sido enviado el 26 de noviembre 
de 2020 a las 08:53:40 h y curiosamente habría sido recibido  
un día antes, el 25 de noviembre de 2020 a las 23:53:40 h, y 
respecto de la segunda no incorpora dicho Anexo ni la firma 
digital o certificado de la compañía emisora del certificado, 
“Lleidanetworks Serveis Telematics SA”, lo que obliga a dudar 
de la veracidad de lo expuesto en la demanda y de la supuesta 
certificación de unas entregas que se niegan. 

 

Por último, acerca de la indemnización pretendida de  

contrario, se alega la falsedad de los planteamientos 
formulados de contrario, por cuanto la realidad, a la vista de 
la documentación aportada por ambas partes, es bien distinta,  
y ha quedado acreditado que el demandante  conocía 
perfectamente la reclamación efectuada por Gesico, el motivo  
de la misma y había sido advertido de que la consecuencia de 
desatender la reclamación, y no pagar u oponerse, podría 
suponer la inclusión de sus datos en el fichero en cuestión,  
no ha acreditado en modo alguno ningún tipo de afectación a su 
dignidad en su aspecto interno ni la negativa por ninguna 
entidad al acceso a sus servicios, así como ningún perjuicio 
real derivado de la inclusión de sus datos en el fichero en 
cuestión, ya que consta acreditado que no se han consultado 
nunca sus datos en el fichero, de lo que se deriva la 
inexistencia de afectación alguna de su dignidad en su aspecto 
externo, ni se acredita afectación alguna al desarrollo de su 
actividad o profesión, añadiendo la entidad demandada que, con 
base en criterios de estricta prudencia, se ha solicitado ya 
por la misma la cancelación de la inscripción de los datos del 
demandante en el fichero de morosidad Asnef, propiedad de 
Equifax Iberica, S.L., aportando como documento nº 10 
justificante de la inexistencia de datos del demandante en el 
fichero Asnef -Equifax. 

mailto:gesico@gestiondecobros.net
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Por parte del Ministerio Fiscal se ha informado en sus 
conclusiones, a la vista de la prueba practicada, que no  

consta que la situación de inclusión del demandante en el 
fichero Asnef haya sido conocida por empresa o particular 
alguno causándole un perjuicio en su honor y dignidad, por lo 
que, sin perjuicio de lo que resulte sobre la existencia y 
pertinencia de la deuda, se interesa la desestimación de la 
demanda. 

 

Pues bien, para resolver las cuestiones objeto de litigio debe 
partirse de la normativa y doctrina jurisprudencial existente 
al respecto, que recoge, entre otras, la Sentencia Nº 13/2013 
del TS, Sección 1, de 29 de enero de 2013 al declarar que: 
“El artículo 18.1 CE reconoce como derecho fundamental 
especialmente protegido mediante los recursos de amparo 
constitucional y judicial el derecho al honor al ser una de  
las manifestaciones de la dignidad de la persona, proclamada  
en el artículo 10 CE . 

El derecho al honor protege frente a atentados en la  
reputación personal entendida como la apreciación que los  
demás puedan tener de una persona, independientemente de sus 
deseos (STC 14/2003, de 28 de enero, FJ 12); impidiendo la 
difusión de expresiones o mensajes insultantes, insidias 
infamantes o vejaciones que provoquen objetivamente el 
descrédito de aquella (STC 216/2006, de 3 de julio, FJ 7). 

El artículo 7.7 LPDH define el derecho al honor en un sentido 
negativo, desde el punto de vista de considerar que hay 
intromisión por la imputación de hechos o la manifestación de 
juicios de valor a través de acciones o expresiones que de 
cualquier modo lesionen la dignidad de otra persona, 

menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. 
Doctrinalmente se ha definido como dignidad personal reflejada 
en la consideración de los demás y en el sentimiento de la 
propia persona. Según reiterada jurisprudencia (SSTS de 16 de 
febrero de 2010 y 1 de junio de 2010) «...es preciso que el 
honor se estime en un doble aspecto, tanto en un aspecto 
interno de íntima convicción -inmanencia- como en un aspecto 
externo de valoración social -trascendencia-, y sin caer en la 
tendencia doctrinal que proclama la minusvaloración actual de 
tal derecho de la personalidad». 

Esta Sala, en su Sentencia de Pleno de 24 de abril de 2009, RC 
n.º 2221/2002, reiterando la doctrina que ya sentó la STS de 5 
de julio de 2004 ha estimado que la inclusión en un registro  
de morosos, erróneamente, sin que concurra veracidad, es una 

intromisión ilegítima en el derecho al honor, por cuanto es  
una imputación, la de ser moroso, que lesiona la dignidad de  
la persona y menoscaba su fama y atenta a su propia  
estimación, precisando que es intrascendente el que el  
registro haya sido o no consultado por terceras personas, ya 
que basta la posibilidad de conocimiento por un público, sea o 
no restringido y que esta falsa morosidad haya salido de la 
esfera interna del conocimiento de los supuestos acreedor y 
deudor, para pasar a ser de una proyección pública, de manera 
que si, además, es conocido por terceros y ello provoca unas 
consecuencias económicas (como la negación de un préstamo 
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hipotecario) o un grave perjuicio a un comerciante (como el 
rechazo de la línea de crédito) sería indemnizable, además del 

daño moral que supone la intromisión en el derecho al honor y 
que impone el artículo 9.3 LPDH. 

Por todo ello, la inclusión equivocada o errónea de datos de 
una persona en un registro de morosos, reviste gran 
trascendencia por sus efectos y por las consecuencias  
negativas que de ello se pueden derivar hacia la misma, de  
modo que la conducta de quien maneja estos datos debe ser de  
la máxima diligencia para evitar posibles errores. En suma, la 
información publicada o divulgada debe ser veraz, pues de no 
serlo debe reputarse contraria a la ley y, como acto ilícito, 
susceptible de causar daños a la persona a la que se refiere  
la incorrecta información. La veracidad de la información es 
pues el parámetro que condiciona la existencia o no de 
intromisión ilegítima en el derecho al honor, hasta tal punto 

que la STS de 5 julio 2004 antes citada, señala que la 
veracidad de los hechos excluye la protección del derecho al 
honor; en efecto, el Tribunal Constitucional ha reiterado que 
para que sea legítimo el derecho constitucional de comunicar 
libremente información es preciso entre otros requisitos que  
lo informado sea veraz, lo que supone el deber especial del 
informador de comprobar la autenticidad de los hechos que 
expone, mediante las oportunas averiguaciones, empleando la 
diligencia que, en función de las circunstancias de lo 
informado, medio utilizado y propósito pretendido, resulte 
exigible al informador. 

 

B) Norma esencial en la materia es la LO 15/1999 de 13 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD) 
que derogó la LO 5/1992 de 29 octubre de Regulación del 
Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal. Dicha 
ley, según dice su artículo 1 tiene por objeto garantizar y 
proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos 
personales las libertades públicas y los derechos  
fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su 
honor e intimidad personal y familiar. 

De lo expuesto resulta que la propia LOPD está encaminada de 
modo primordial a la protección de los derechos fundamentales 
de las personas físicas y, en particular, de su honor e 
intimidad personal y familiar en todo lo relacionado con la 
utilización de datos de carácter personal registrados en 
soporte físico susceptibles de tratamiento (artículos 1 y 2). 

La LOPD permite garantizar a toda persona un poder de control 

sobre sus datos personales sobre su uso y destino con el 
propósito de impedir su tráfico ilícito y lesivo para la 
dignidad del afectado. Según el TC, se trata de proteger los 
bienes de la personalidad que pertenecen al ámbito de la vida 
privada unidos al respeto a la libertad personal y al derecho 
al honor. 

En el marco de esta LOPD su artículo 4 dentro del Título II 
referido a los «Principios de la Protección de datos», 
establece como exigencia para la recogida y tratamiento de los 
datos que sean pertinentes y adecuados a la finalidad para la 
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que fueran recogidos y que sean exactos en el momento de  
instar la correspondiente inscripción. 

Dicha Ley regula en los artículos 5, 14, 15 y 16 el derecho de 
información en la recogida de datos, el derecho a la consulta 
al Registro de Protección de Datos, el derecho al acceso a la 
información sobre sus datos de carácter personal sometidos a 
tratamiento y el derecho de rectificación de datos inexactos o 
incompletos, y en concreto, dedica el artículo 29 a lo que 
denomina prestación de servicios de información sobre  
solvencia patrimonial y crédito (que prácticamente reproduce  
el antiguo artículo 28 LO 5/1992), precepto del que se 
desprende que quienes se dediquen a la prestación de servicios 
de información sobre solvencia patrimonial y el crédito, solo 
pueden tratar datos de carácter personal obtenidos de fuentes 
accesibles al público, procedentes de informaciones  
facilitadas por el interesado o con su consentimiento, o 

relativas al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias facilitados por el acreedor o por quien actúa por  
su cuenta o interés. En estos casos debe notificarse al 
interesado respecto de quien se hayan registrado datos de 
carácter personal en ficheros, en el plazo de 30 días, una 
referencia de los que hayan sido incluidos y de su derecho a 
recabar información de todos ellos (artículo 29,1 y 2); cuando 
el interesado lo solicite, el responsable del tratamiento debe 
comunicarle los datos así como las evaluaciones  y 
apreciaciones que sobre los mismos hayan sido comunicadas en 
los últimos 6 meses y el nombre y entidad a la que se hayan 
revelado los datos (artículo 29,3), que deben ser veraces y en 
ningún caso deben tener una antigüedad superior a 6 años  
cuando sean adversos ( artículo 29,4). Por su parte  el 

artículo 19 LOPD, fundamental en la materia que nos ocupa, 
reconoce al interesado el derecho a ser indemnizado cuando 
sufra daño o lesión en sus bienes o derechos como consecuencia 
del incumplimiento de la Ley por el responsable o encargado  
del tratamiento. En todo caso, hay que partir de la premisa de 
que los datos registrados y divulgados deben ser exactos y 
puestos al día de forma que respondan a la situación actual  
del afectado, y si resultan ser inexactos, deben ser 
rectificados, cancelados o sustituidos de oficio sin perjuicio 
del derecho de rectificación reconocido en el artículo 16, así 
como cuando hayan dejado de ser necesarios (artículo 4). 

Ya a nivel reglamentario, debe precisarse que el RD 1720/2007 
de 21 de diciembre aprueba el Reglamento de desarrollo de la  
LO 15/1999 y deroga a su vez el RD 1332/1994, de 20 junio por 
el que se desarrollaron determinados aspectos de la LO 5/1992, 
de 29 octubre de Regulación del tratamiento automatizado de  
los datos de carácter personal y el RD 994/1999, de 11 junio 
por el que se aprobó el Reglamento de medidas de seguridad de 
los ficheros automatizados de datos de carácter personal. En  
su artículo 38 (según la nueva redacción dada por el apartado 

2 de la STS, Sala 3.ª, de 15 de julio de 2010) se especifican 
los requisitos para la inclusión de los datos indicando en el 
apartado 1.º que solo será posible la inclusión en estos 
ficheros de datos de carácter personal que sean determinantes 
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para enjuiciar la solvencia económica del afectado, siempre  
que concurran los siguientes requisitos: 

a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible. 
b) Que no hayan transcurrido seis años desde la fecha en que 
hubo de procederse al pago de la deuda o del vencimiento de la 
obligación o del plazo concreto si aquella fuera de  
vencimiento periódico. 

c) Requerimiento previo de pago a quien corresponda el 
cumplimiento de la obligación.” 

 

Pues bien, en el presente caso debe aplicarse la normativa 
citada, ya que consta acreditado en la documentación aportada  
a autos que la inclusión de los datos del demandante en el 
fichero ASNEF por la entidad demandada Gesico tiene fecha de 
alta de 16 de enero de 2018, según consta en informe del 
fichero ASNEF aportado como documento nº 1 de la demanda y en 

la contestación de Equifax a las preguntas por escrito 
formuladas por las partes, habiéndose dado de baja de dichos 
datos el 10 de mayo de 2021 a instancia de Gesico y después de 
presentada la demanda, por lo que debe aplicarse la normativa 
citada vigente a la fecha de la inclusión de datos, puesto que 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales y garantía de los derechos digitales ha 
entrado en vigor con posterioridad a la fecha de dicha 
inclusión. 

 

En primer lugar y respecto de los citados requisitos exigidos 
por el art. 38 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos  
de carácter personal, en cuanto a la existencia previa de una 
deuda cierta, vencida y exigible y que no hayan transcurrido 
seis años desde la fecha en que hubo de procederse al pago de 
la deuda o del vencimiento de la obligación o del plazo 
concreto si aquella fuera de vencimiento periódico, en el 
presente caso el demandante manifiesta desconocer la deuda 
incluida en el fichero Asnef y respecto de dicha deuda 
únicamente consta acreditado en autos que la misma tiene  
origen en una factura parcialmente impagada y que procede de  
la primera y única compra que realizó el demandante en la 
entidad    por importe total de 259,20 
euros, de la que se adeudan 84,20 euros, sin que el demandante 
manifestara ninguna discrepancia para no pagar la deuda, y que 
la entidad acreedora contrató los servicios de Gesico para la 

gestión y cobro de diferentes deudas de sus clientes, tal como 
dicha entidad acreeedora ha declarado por escrito. 

 

Sin embargo, no se ha aportado a autos ningún documento que 
acredite la realidad y certeza de la deuda, como podrían ser  
la hoja de pedido o encargo, el contrato de compraventa, el 
justificante de envío/recepción o el albarán de entrega de la 
mercancía, la factura en cuestión que se dice en parte 
impagada, documentos bancarios, recibos de pago o contabilidad 
de la empresa relativa a la cuenta del cliente o algún 
documento de reclamación de la deuda por parte de la entidad 
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acreedora    y tampoco consta la  
antigüedad y la fecha de vencimiento de la deuda, ya que en  
los datos de la deuda suministrados por la entidad acreedora a 
Gesico que se aportan como documento nº 2 de la contestación 
únicamente consta, además de los datos de identidad,  
domicilio, teléfono y correo electrónico del deudor,  el 
importe de la deuda, una referencia a que era la 1ª y única 
compra y el número de factura 409237, pero sin referencia a la 
fecha o, al menos, al año de la factura ni a la fecha en que  
se contrajo dicha deuda ni a la fecha prevista de pago o 
vencimiento de la misma, por lo que no consta de ningún modo 
que dicha supuesta deuda tenga una antigüedad inferior a seis 
años en el momento de su inclusión en el fichero ni la fecha  
de su vencimiento, cuestiones de la que debería haberse 
cerciorado la entidad demandada antes de incluir los datos del 
demandante en el fichero Asnef, debiendo tenerse en cuenta que 
la entidad    manifestó en su declaración 
por escrito que encargó a Gesico la gestión y cobro de 
diferentes deudas que sus clientes mantenían y mantienen con 
dicha entidad y que la hoja de encargo profesional por parte  
de la misma a Gesico es de fecha 22 de noviembre de 2017, un 
par de meses antes de la inclusión de la deuda en el fichero 
Asnef, no constando en dicha hoja de encargo referencia alguna 
a la inclusión de los datos en ficheros de solvencia 
patrimonial, y efectivamente se refiere a derechos de crédito 
que el cliente tiene “contra diferentes morosos”, sin que se 
detalle el período temporal a que se refieren dichos créditos, 
ya que en el cuadro de tarifas únicamente se diferencia entre 
créditos de menos de 6 meses, de 6 a 12 meses y de “más de 12 
meses” y únicamente en la Tarifa Gesico Plus, que no es la 

marcada con una “x” como contratada en este caso, se hace 
constar que “será necesario que la documentación original 
acreditativa de la deuda se encuentre en poder de Gesico al 
menos 3 semanas antes del vencimiento de los plazos 
establecidos en la Ley General del IVA (...)”, si bien en el 
apartado 3 de dicho art. 38 se prevé que “el acreedor o quien 
actúe por su cuenta o interés estará obligado a conservar a 
disposición del responsable del fichero común y de la Agencia 
Española de Protección de Datos documentación suficiente que 
acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en  
este artículo (...)”, no habiendo aportado la entidad  
demandada Gesico ninguna documentación al respecto de la 
certeza, antigüedad y fecha de vencimiento de la deuda, según 
se ha expuesto, la cual debería encontrarse en su poder, al 

menos una copia de la factura en la que se sustenta la 
inclusión de los datos en el fichero, por lo que no consta que 
Gesico tuviese datos suficientes de la deuda o alguna 
documentación mínima sobre la misma ni que tuviese constancia 
de la antigüedad de la deuda ni de su fecha de vencimiento al 
incluir la deuda en el fichero Asnef, ni consta acreditada 
documentalmente en el presente procedimiento la realidad de la 
deuda y sus circunstancias a los efectos de entender cumplidos 
todos los requisitos previstos en el art. 38 del RD 1720/2007 
antes citados. 
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Por todo ello debe entenderse que con la inclusión de los  
datos en el fichero Asnef se ha producido una vulneración del 
derecho al honor del demandante, el cual además consta 
acreditado que por medio de su Letrada remitió un correo 
electrónico el 26 de noviembre de 2020 a Gesico, más de dos 
meses antes de presentar la demanda, manifestando que  
desconoce el origen de la deuda y solicitando documentación  
que acredite el importe que figura en el fichero Asnef y la 
baja de sus datos en dicho fichero, correo que consta 
certificado por la entidad Lleida.net como enviado por el 
despacho de la Letrada y recibido por Gesico en dicha fecha - 
habiendo aportado la parte actora en el acto de la audiencia 
previa un correo de dicha entidad Lleida.net explicando la 
diferencia de huso horario del servidor del envío Google ante 
las alegaciones de la demandada en la contestación respecto a 
la diferencia de día y hora entre el envío y la entrega del 

correo- y, a pesar de ello y de las alegaciones que se 
contienen en la demanda, Gesico no ha realizado  ningún 
esfuerzo antes ni después de la demanda para aportar la 
documentación que sustenta dicha deuda, pudiendo incluso haber 
solicitado a la entidad acreedora que la aportase junto con su 
contestación por escrito a las preguntas formuladas, si bien, 
antes de incluir dicha información en el fichero Asnef con las 
consecuencias que ello conlleva para el deudor, Gesico debería 
haber solicitado como mínimo a     la 
factura o otra documentación en la que constase dicha deuda 
documentada para dar cumplimiento a los requisitos previstos  
en el art. 38 del RD 1720/2007 citado y no publicar sin más  
los datos que dicha entidad acreedora le transfirió en un 
fichero de Excell y que no acreditan la certeza, antigüedad y 
vencimiento de la deuda, debiendo tenerse en cuenta, así  
mismo, en este caso que, ante el supuesto mínimo importe 
adeudado que se dio de alta en el fichero Asnef y que la mayor 
parte del importe de la factura se había abonado según los 
datos transmitidos por la entidad acreedora, no consta que 
Gesico solicitase documentación a   para 
cerciorarse, antes de publicar los datos del demandante en 
Asnef, de si pudo existir algún error administrativo, contable 
o bancario en el momento de pasar al cobro la parte que  
restaba de dicha factura y verificar que todo estaba correcto  
y que el deudor se había negado a pagar o había devuelto el 
recibo, pues no consta nada al respecto, considerando que, en 
atención a dicho mínimo importe de la supuesta deuda y demás 
circunstancias expuestas, su inclusión en el fichero era, al 
menos, dudosa como expresiva del estado del insolvencia del 
demandante, estableciendo dicho art. 38 que “sólo será posible 
la inclusión en estos ficheros de datos de carácter personal 
que sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica 
del afectado”. 

 

En este sentido, la Sentencia Nº 14/2020 de la AP de 
Pontevedra, Sección 1, de 10 de enero de 2020, Recurso: 
762/2019, declara que: 
“11.- Pues bien, la normativa que debe servir para enjuiciar  
la legitimidad de la afectación del derecho al honor provocada 
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por la inclusión de los datos en un registro de morosos es, 
atendida la fecha en que sucedieron los hechos, la constituida 

por el art. 18.4 CE, el art. 8 de la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, la Directiva 1995/46/CE, la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, y el Real Decreto 1720/2007, de 21 
de diciembre, que aprueba el Reglamento de desarrollo de la  
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de 1999, de  
protección de datos de carácter personal. 

12.- La regla general que se desprende de esta regulación es 
que el tratamiento de los datos de carácter personal requiere 
el consentimiento inequívoco del afectado (arts. 6.1 LOPD, 7.a 
Directiva y 8.2 CDFUE), si bien, como excepción, se admite que 
dicho tratamiento pueda realizarse sin el consentimiento del 
afectado cuando sea necesario para la satisfacción del interés 
legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por  
el tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, 
siempre que la ley lo disponga (art. 6.2 LOPD) y no prevalezca 
el interés o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado (art. 7.f Directiva), en la línea marcada por el 
art. 8.2 de la CDFUE, que contempla como justificación del 
tratamiento de los datos, alternativa al consentimiento de la 
persona afectada, la existencia de "otro fundamento legítimo 
previsto por la ley".(...) 

16.- Sobre la necesidad de interpretar restrictivamente esta 
excepción al consentimiento de la persona afectada y, 
correlativamente, de extremar la vigilancia en el cumplimiento 
de estos requisitos, de carácter eminentemente material, la  
STS nº 245/2019, de 25 de abril, proclama: 

"Si, como es el caso de los "registros de morosos", la 

inclusión de datos personales en el fichero se hace 
excepcionalmente sin el consentimiento del afectado y si, 
además, por la naturaleza del fichero, la inclusión en él de 
los datos personales del afectado puede vulnerar, junto con el 
derecho del art. 18.4 de la Constitución, otros derechos 
fundamentales y causar graves daños morales y patrimoniales a 
los afectados, no pueden rebajarse las exigencias en cuanto a 
calidad de los datos ni establecerse restricciones u  
obstáculos adicionales de los derechos de información, 
oposición, cancelación y rectificación que le reconocen con 
carácter general el Convenio, la Directiva y la LOPD, por 
cuanto que ello supondría restringir de un modo injustificado 
el derecho de control sobre los propios datos personales que 
los citados preceptos constitucionales, convencionales 

internacionales y comunitarios, reconocen a todo ciudadano.".” 

 

SEGUNDO.- Por otra parte, respecto del requisito del previo 
requerimiento de pago a quien corresponda el cumplimiento de  
la obligación previsto en el art. 38 del Real  Decreto 
1720/2007 y respecto a la información previa a la inclusión 
regulada en el art. 39 de dicho texto legal al establecer que 
“el acreedor deberá informar al deudor, en el momento en que  
se celebre el contrato y, en todo caso, al tiempo de efectuar 
el requerimiento al que se refiere la letra c) del apartado 1 
del artículo anterior, que en caso de no producirse el pago en 
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el término previsto para ello y cumplirse los requisitos 
previstos en el citado artículo, los datos relativos al impago 

podrán ser comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones dinerarias”. 

 

Pues bien, no consta en autos debidamente cumplimentada esa 
información previa a la inclusión de los datos en el fichero 
por cuanto, en primer lugar, no consta que esa información se 
facilitase por la entidad acreedora en el momento de 
supuestamente celebrar el contrato con el demandante, ya que  
no se ha aportado ninguna documentación al respecto de las 
relaciones entre ambos que contenga dicha información y, en 
segundo lugar, respecto de los requerimientos previos de pago 
supuestamente realizados por la entidad demandada Gesico al 
demandante se considera que no constan debidamente acreditados 
el envío y recepción por el demandante de dichos  

requerimientos por carta y correo electrónico aportados por 
Gesico con su contestación, habiendo negado el demandante su 
recepción, por cuanto no se ha aportado ningún tipo de acuse  
de recibo, certificación de entidad de envío o documentación u 
otra prueba de cualquier tipo que acredite de modo suficiente  
y bastante el envío y recepción de la carta y de los correos 
electrónicos que se aportan, ni que corrobore ello 
indiciariamente, por cuanto desde finales del año 2017 en que 
supuestamente se enviaron, según la fecha que consta en los 
mismos, pasaron tres años hasta finales de 2020 en que el 
demadante remitió un correo electrónico certificado a Gesico 
pidiendo documentación al respecto y la baja de los datos. 

 

Pero incluso en el supuesto de considerar que el requerimiento 

previo de pago se realizó correctamente en varias ocasiones al 
demandante en diciembre de 2017 al correo electrónico que el 
mismo reconoció como de su titularidad en el acto de la 
audiencia previa, , el cual además no 
coincide con el correo que consta en los datos facilitados por 
la entidad acreedora, que era , lo 
cierto es que la información que se contiene en dichos correos 
no se considera que cumpla los requisitos previstos en el art. 
39 citado, ya que no se advierte al deudor de que en caso de  
no producirse el pago en el término previsto para ello y 
cumplirse los requisitos previstos en el citado artículo, los 
datos relativos al impago podrán ser comunicados a ficheros 
relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias, sino que se le indica, en los correos de fecha 
01/12/2017 y 11/12/2017 que nuestra empresa está adherida a 
Asnef bancario “lo cual afectará su calificación crediticia de 
manera adversa”, en el correo de 21/12/2017 que sus datos 
“permanecen inscritos” en Asnef lo cual afectará su 
calificación crediticia de manera adversa -y esto antes de la 
fecha que consta de inclusión de los datos el 16/01/2018- 
considerando que la información que se debe facilitar según 
dicho art. 39 debe ser más clara y correcta en cuanto a su 
contenido. 
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En este sentido, la STS 740/2015 de 22 de diciembre declara  
que “hemos declarado que el requisito del requerimiento de  
pago previo no es simplemente requisito "formal", de modo que 
su incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 
administrativa. El requerimiento previo de pago es un  
requisito que responde a la finalidad del fichero automatizado 
sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es 
simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas que 
incumplen sus obligaciones de pago porque no pueden  
afrontarlas o porque no quieren hacerlo de modo injustificado. 
Con la práctica de este requerimiento se impide que sean 
incluidas estos registros personas que, por un simple  
descuido, por un error bancario al que son ajenas, o por 
cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, han dejado 
de hacer frente a una obligación dineraria vencida, líquida y 
exigible sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su 
solvencia. Además, les permite ejercitar sus derechos de 
acceso, rectificación, oposición y cancelación". 

En este sentido, lo relevante por tanto, no es la acreditación 
del envío de la notificación con el requerimiento previo de 
pago y la advertencia de la inclusión en el fichero de  
morosos, sino la acreditación de la recepción de tal 
notificación, sin que el hecho de la falta de la devolución de 
la carta, implique ni constituya en modo alguno, que dicho 
requerimiento fue efectivamente efectuado. 

El doc. 7 y el doc. 10 del escrito de contestación, vienen a 
avalar el envío masivo de misivas a diversos clientes, siendo 
una de ellas la hoy actora, pero sin embargo no se acredita su 
recepción, y eso que habría sido fácil mediante un acuse de 
recibo por ejemplo.” 

 

Así mismo, la Sentencia del TS de fecha 11 de diciembre de  
2020 indica que “Esta sala en sentencia 13/2013, de 29 de  
enero (RJ 2013, 1835), entendió que se había producido el 
requerimiento, considerando como argumento principal, que la 
notificación se había efectuado con anterioridad a la  
inclusión en el fichero de morosos mediante envío postal, sin 
fehaciencia en la recepción, pero entendía indiciariamente 
justificado el recibo de la notificación, dado que 
posteriormente se recibieron en el mismo domicilio telegramas 
de cuya recepción hay constancia. 

El supuesto al que hace referencia la mencionada sentencia de 
esta Sala, es diferente de la actual, pues en aquel concurrían 
otros documentos (telegramas) de los que deducía el 

conocimiento por el deudor del requerimiento efectuado. 

En el presente recurso se alega la infracción del art. 38.1. 
c) del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, de 
protección de datos, y esta sala debe declarar que se ha 
efectuado una correcta interpretación del mismo por el  
Tribunal de apelación, dado que el mero envío del  
requerimiento de pago, por vía postal, no acredita la  
recepción del mismo, por lo que no se puede entender efectuado 
el preceptivo requerimiento de pago, previo a la inclusión en 
el fichero de morosos.” 
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De igual modo la STS 672/2020, de 11 de diciembre, parte de la 
trascendencia que tiene el requerimiento de pago previo y 

señala que “En el presente recurso se alega la infracción del 
art. 38.1. c) del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, 
de protección de datos, y esta sala debe declarar que se ha 
efectuado una correcta interpretación del mismo por el  
Tribunal de apelación, dado que el mero envío del  
requerimiento de pago, por vía postal, no acredita la  
recepción del mismo, por lo que no se puede entender efectuado 
el preceptivo requerimiento de pago, previo a la inclusión en 
el fichero de morosos (...) Por lo expuesto, procede  
desestimar el motivo, declarando que no se efectuó 
correctamente el requerimiento de pago previo a la inclusión  
en el fichero de morosos dado que no consta garantía de 
recepción de la referida reclamación (sentencia 129/2020, de 
27 de febrero )".En definitiva, en el supuesto presente, no se 

demuestra con suficiencia que se recibiera por el deudor el 
requerimiento de pago con la información acerca de la 
posibilidad de inclusión en registros de información 
crediticia, con indicación además de aquéllos en los que 
participe, por lo que, ha de calificarse como indebida la 
inclusión al no respetar las exigencias derivadas de la 
normativa de protección de datos personales.” 

 

Pues bien, a lo anterior debe unirse que tampoco puede 
considerarse que dicho requerimiento previo de pago se 
encuentre cumplimientado por el supuesto aviso de Equifax al 
demandante de su inclusión en el fichero Asnef, ya que Equifax 
manifiesta en su contestación a las preguntas formuladas por 
las partes que notificó al demandante su inclusión en el 
fichero al día siguiente de realizarla, el 17 de enero de  
2018, mediante correo postal ordinario a la dirección que 
constan en autos como la del demandante y dicha notificación  
de la inclusión es la prevista en el art. 40 del RD 1720/2007 
relativa a que el responsable del fichero común deberá 
notificar a los interesados respecto de los que hayan 
registrado datos de carácter personal, en el plazo de treinta 
días desde dicho registro, una referencia de los que hubiesen 
sido incluidos, informándole asimismo de la posibilidad de 
ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición, en los términos establecidos por la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, señalando el apartado 3 de dicho 
precepto que “la notificación deberá efectuarse a través de un 
medio fiable, auditable e independiente de la entidad 

notificante, que la permita acreditar la efectiva realización 
de los envíos”, requisito que tampoco se ha observado en este 
caso a la vista del contenido de la contestación por escrito  
de Equifax Ibérica, S.L. 

 

TERCERO.- Por último, respecto a la cuantificación del 
perjuicio causado, debe tenerse en cuenta que en el  
certificado adjunto por Equifax a su contestación hace constar 
que los datos del demandante fueron dados de alta a instancia 
de Gesico el 16 de enero de 2018 y dados de baja el 10 de mayo 
de 2021 y que en el fichero auxiliar Histórico de Consultas no 



17  

 

 

 

consta que sus datos “hayan sido consultados por terceras 
entidades durante dicho período de inclusión a instancias de 

Gesico”, si bien lo que no consta es si se han producido 
consultas por entidades asociadas al fichero Asnef y si las 
mismas tienen la consideración de “terceras entidades” al 
respecto por parte de Equifax o se las considera  como 
entidades asociadas que por eso pueden tener conocimiento del 
contenido del fichero sin que quede registrada su consulta por 
no ser terceras entidades externas o ajenas a dicho fichero. 

 

Pues bien, respecto a la valoración del daño causado, ha de 
partirse de los criterios que se recogen detalladamente, entre 
otras, en la Sentencia Nº 912/2021 de la AP de León, Sección  
1, de fecha 2 de diciembre de 2021, Recurso: 796/2021 al 
declarar que: 

“1.-El actor que en la demanda reclamó la suma de 12.000 €  

como cuantía indemnizatoria por intromisión ilegítima, y por  
el Ministerio Fiscal se propone la suma de 3.000 € atendidas 
las circunstancias concurrentes en el caso. 

2.- Los criterios de cuantificación por el daño moral causado 
por la inclusión de datos sobre deudas contraídas en ficheros 
de información de solvencia, se sintetizan en la STS 130/2020, 
de 27 de febrero, que se remite a la STS 261/2017, de 26 de 
abril, en la que se expresa: 

(i) El artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 (...) dispone 
que "La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se 
acredite la intromisión ilegítima. La indemnización se 
extenderá al daño moral que se valorará atendiendo a las 
circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión 
efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta en su 
caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se 
haya producido. También se valorará el beneficio que haya 
obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la 
misma". Esta sala ha declarado en STS de 5 de junio de 2014, 
rec. núm. 3303/2012 , que dada la presunción iuris et de iure, 
esto es, no susceptible de prueba en contrario, de existencia 
de perjuicio indemnizable, el hecho de que la valoración del 
daño moral no pueda obtenerse de una prueba objetiva no excusa 
ni imposibilita legalmente a los tribunales para fijar su 
cuantificación, "a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta y 
ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso ( 
sentencias de esta sala núm. 964/2000, de 19 de octubre , y 
núm. 12/2014, de 22 de enero )". Se trata, por tanto, "de una 
valoración estimativa, que en el caso de daños morales 

derivados de la vulneración de un derecho fundamental del art. 

18.1 de la Constitución, ha de atender a los parámetros 
previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 , de  
acuerdo con la incidencia que en cada caso tengan las 
circunstancias relevantes para la aplicación de tales 
parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio". 

(ii) También ha afirmado la sala que no son admisibles las 
indemnizaciones de carácter meramente simbólico. Como declara 
la sentencia de esta Sala núm. 386/2011, de 12 de diciembre, 
"según la jurisprudencia de esta sala (SSTS de 18 de noviembre 
de 2002 y 28 de abril de 2003) no es admisible que se fijen 
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indemnizaciones de carácter simbólico, pues al tratarse de 
derechos protegidos por la CE como derechos reales y  

efectivos, con la indemnización solicitada se convierte la 
garantía jurisdiccional en un acto meramente ritual o  
simbólico incompatible con el contenido de los artículos 9.1 , 

1.1 . y 53.2 CE y la correlativa exigencia de una reparación 
acorde con el relieve de los valores e intereses en juego (  
STC 186/2001 , FJ 8)" ( STS 4 de diciembre 2014, rec. núm. 
810/2013). 

(iii) La inclusión de los datos de una persona en un registro 
de morosos sin cumplirse los requisitos establecidos por la 
LORD, sería indemnizable en primer lugar la afectación a la 
dignidad en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u 
objetivo relativo a la consideración de las demás personas. 
Para valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 
81/2015, de 18 de febrero, que ha de tomarse en consideración 

la divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que 
sólo hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa 
acreedora y los de las empresas responsables de los registros 
de morosos que manejan los correspondientes ficheros, a que el 
dato haya sido comunicado a un número mayor o menor de 
asociados al sistema que hayan consultado los registros de 
morosos. También sería indemnizable el quebranto y la angustia 
producida por las gestiones más o menos complicadas que haya 
tenido que realizar el afectado para lograr la rectificación o 
cancelación de los datos incorrectamente tratados." 

La jurisprudencia citada contempla pues dos parámetros 
imperativos (presunción de existencia del daño moral y 
prohibición de indemnizaciones de carácter meramente 
simbólico), y una referencia valorativa (incidencia que en  

cada caso tengan las circunstancias relevantes para la 
aplicación de tales parámetros, utilizando criterios de 
prudente arbitrio -periodo de divulgación, número de  
consultas, gestiones realizadas para cancelarlos...-) que han 
de ponderarse para la cuantificación indemnizatoria. 

3.- Pues bien, partiendo de que basta la inclusión indebida en 
el fichero para que se produzca la intromisión ilegítima, y 
esta basta, a su vez, para que se presuma la existencia del 
perjuicio que da derecho a indemnización, en orden a la 
fijación de su cuantía, en el caso presente merecen destacarse 
como datos de relevancia valorativa los siguientes: a) la 
inclusión en el registro de insolvencia no ha llegado a los 
once meses (del 1 de marzo de 2019 al 29 de enero de 2020); b) 
el número de consultas que se han realizado en ese periodo han 
sido un total de cuatro, por tres entidades diferentes 
dedicadas a facilitar crédito, servicios o suministros; c) se 
han realizado gestiones en junio de 2019 por el afectado para 
cancelar los datos, que han sido infructuosas al comunicar la 
entidad acreedora que la deuda era existente. Por lo que, a la 
vista de lo expuesto la cantidad propuesta por el Ministerio 
Fiscal de 3.000 € se considera que cumple con el justo 
contenido reparador adecuado a las circunstancias señaladas. A 
este respecto las Ss. TS 237/2019, de 23 de abril, y 115/2019, 
de 20 de febrero, confirman una indemnización de daño moral  
por esta cuantía en supuestos análogos al contemplado incluso 
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de mayor permanencia, también con varias consultas de terceros 
y con resultado negativo de gestiones.” 

 

Dicha doctrina también es recogida por la Sentencia  Nº 
408/2021 de la AP de Asturias sección 5 del 16 de noviembre de 
202, Recurso: 470/2021 en la que se confirma una condena al 
abono de la cantidad de 3.500 euros por la inclusión en un 
fichero de morosos que continuaba vigente en la que se produjo 
la consulta de una entidad aseguradora, que añade que: 

“La sentencia 512/2017, de 221 de septiembre SIC (RJ 2017, 
4056), declara que una indemnización simbólica, en función de 
las circunstancias que concurren, tiene un efecto disuasorio 
inverso. 

"No disuade de persistir en sus prácticas ilícitas a las 
empresas que incluyen indebidamente datos personales de sus 
clientes en registros de morosos, pero sí disuade de entablar 
una demanda a los afectados que ven vulnerado su derecho al 
honor puesto que, con toda probabilidad, la indemnización no 
solo no les compensará el daño moral sufrido sino que es 
posible que no alcance siquiera a cubrir los gastos procesales 
si la estimación de su demanda no es completa". 

Si se pone en relación el quantum a indemnizar con la escasa 
trascendencia, por ser pequeña la deuda, tenemos declarado 
(sentencia 81/20115 de 18 de febrero (RJ 2015,574)) que no 
puede aceptarse el argumento de que la inclusión de datos  
sobre una deuda de pequeña entidad en un registro de morosos  
no supone una intromisión ilegítima en el derecho al honor de 
una trascendencia considerable (y por tanto no puede dar lugar 
más que a una pequeña indemnización) porque claramente muestra 
que no responde a un problema de solvencia sino a  una 

actuación incorrecta del acreedor. La inclusión en registros  
de morosos por deudas de pequeña cuantía es correcta y 
congruente con la finalidad de informar sobre la insolvencia 
del deudor y el incumplimiento de sus obligaciones dinerarias. 
Y cuando tal inclusión se ha las exigencias del principio de 
calidad de los datos, y que por tanto es cierto que el  
afectado ha dejado de cumplir sus obligaciones dinerarias. 

Por tanto, la escasa cuantía de la deuda no disminuye la 
importancia del daño moral que le causó a la demandante la 
inclusión en los registros de morosos. 
Tampoco cabe tener en cuenta que no conste que la citada 
inclusión le haya impedido a la recurrente acceder a créditos  
o servicios. 

Precisamente la información sobre incumplimiento de 

obligaciones dinerarias que se incluye en estos registros va 
destinada justamente a las empresas asociadas a dichos 
ficheros, que no solo les comunican los datos de sus clientes 
morosos, sino que también los consultan cuando alguien  
solicita sus servicios para evitar contratar y  conceder 
crédito a quienes no cumplen sus obligaciones dinerarias".” 

 

Pues bien, en atención a lo expuesto, teniendo en cuenta que  
en este caso debe valorarse únicamente la afectación a la 
dignidad del demandante en su aspecto interno o subjetivo, por 
cuanto no consta acreditado tal como se relataba en la 
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demanda, que se hayan producido consultas de sus datos en el 
fichero por terceras entidades ni que se le haya denegado en 

base a ello la posibilidad de contratar bienes o servicios u 
operaciones de financiación concretas, y las molestias y 
gestiones que ha tenido que realizar el demandante para 
intentar obtener documentación sobre la deuda,  sin 
conseguirlo, y para que sus datos fuesen excluidos del fichero 
Asnef, lo cual se ha producido finalmente una vez presentada  
la demanda y tres días después de haber sido emplazada la 
entidad demandada Gesico y, si bien la cuantificación de dicho 
daño moral resulta difícil y compleja, debe tenerse en cuenta 
que la jurisprudencia suele hacer referencia a estados  
anímicos tales como impotencia, zozobra, angustia, ansiedad 
(STS de 5 de junio de 2008), pesadumbre o riesgo de 
incertidumbre (STS 30 de noviembre de 2011), y que en este  
caso la inclusión de los datos del demandante en el fichero 

estuvo de alta tres años y algo más de cuatro meses y que el 
mismo no consiguió a través del correo electrónico certificado 
remitido por su Letrada a la entidad demandada que le enviase 
la documentación en que se basaba la deuda y su exclusión del 
fichero, viéndose obligado a la presentación de la demanda 
rectora de estos autos para conseguir dicha exclusión, por lo 
que se considera procedente en atención a todo ello establecer 
que ha de ser indemnizado en la cantidad de 2.500 euros 
atendiendo a la petición subsidiaria del suplico de la demanda 
al respecto y en atención, sobre todo, al prolongado tiempo en 
que sus datos permanecieron de alta en el fichero y a que la 
entidad demandante no observó una mínima diligencia respecto a 
la comprobación documental de la realidad de la deuda a pesar 
de las especiales circunstancias de la misma anteriormente 
expuestas, considerando que dicha indemnización excede el 
beneficio que Gesico pudo obtener con la inclusión de los  
datos del demandante en Asnef y cubre la preocupación o 
inquietud generada en el mismo por una inclusión tran 
prolongada en dicho fichero, debiendo así mismo mantenerse 
dicha exclusión de los datos del fichero realizada 
voluntariamente por la entidad demandada una vez tuvo 
conocimiento de la demanda. 

 

CUARTO.- La cantidad a abonar devengará a favor del demandante 
los intereses legales correspondientes establecidos en los 
artículos 1.100, 1.101 y 1108 del Código Civil desde la fecha 
de presentación de la demanda, según lo solicitado en la  
misma. 

 

Por otra parte, según lo previsto en el art. 576 de la LEC son 
de imposición a la entidad demandada los intereses de mora 
procesal desde la fecha de la sentencia hasta su completo  
pago. 

 

QUINTO.- En materia de costas y de conformidad con lo 
establecido en el art. 394 de la LEC, la estimación de la 
demanda implica la imposición del pago de las costas  
procesales causadas a la parte demandada. 
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Vistos los artículos citados y demás de pertinente aplicación, 

FALLO 

ESTIMO la demanda interpuesta por    , 
representado por la Procuradora    y asistido 
por la Letrada   , sustituida en el acto de la 
vista por el Letrado   , contra la entidad 
GESICO OUTSOURCING INTEGRAL, S.L., representada por el 
Procurador    y asistida por el Letrado  

 , sustituido en el acto de la vista por el  
Letrado   , con intervención del MINISTERIO 
FISCAL, y, en consecuencia: 

 

1. DEBO DECLARAR Y DECLARO que la entidad demandada GESICO 
OUTSOURCING INTEGRAL, S.L., ha cometido una intromisión 
ilegítima en el honor del demandante     
al mantener sus datos indebidamente registrados en el fichero 
de morosos ASNEF, condenándola a estar y pasar por dicha 
declaración. 

2. DEBO CONDENAR Y CONDENO a la entidad demandada al pago de 
la cantidad de 2.500 € al demandante en concepto de 
indemnización por daños morales por vulneración de su derecho 
al honor por estimar dicha cuantía pertinente atendiendo a las 
circunstancias del caso, más los intereses legales 
correspondientes respecto de dicha cantidad desde la fecha de 
presentación de la demanda y los intereses por mora procesal 
desde la fecha de la presente resolución hasta su completo 
pago, debiendo mantener la demandada la exclusión de los datos 
del demandante del fichero ASNEF realizada voluntariamente por 

la misma al tener conocimiento de la existencia del presente 
procedimiento, con imposición a la entidad demandada del pago 
de las costas procesales causadas en el  presente 
procedimiento. 

 

La presente sentencia no es firme y contra la misma cabe 
interponer RECURSO DE APELACIÓN ante la Audiencia Provincial  
de Pontevedra, que habrá de presentarse en el plazo de los 
VEINTE DÍAS siguientes a su notificación ante este mismo 
Juzgado conforme a lo dispuesto en los artículos 455.1 y 
siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil. 

 

Notifíquese esta resolución a las partes, cuyo  original 
quedará registrado en el Libro de Sentencias quedando 
testimonio de la misma en estos autos. 

Así lo acuerdo, mando y firmo. 

 

PUBLICACIÓN.- La anterior sentencia ha sido leída y publicada 
por la Sra. Jueza Sustituta que la suscribe, estando  
celebrando Audiencia Pública en el día de su fecha, de lo que 
yo, la Letrada de la Administración de Justicia, doy fe. 




